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PAGO DE BONO PENSIONAL – NO HA SIDO SOLICITADO A LA ACCIONADA / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / AUSENCIA DE PERJUICIO IRREMEDIABLE. “[L]a apoderada judicial de la E.S.E. HUSJ de Pereira indicó que la única solicitud que la AFP HORIZONTE, hoy PORVENIR, radicó en esa entidad fue para que se reconociera el bono pensional de la señora Ángel Aguirre y no la del pago del mismo; por lo tanto, consideró que es indispensable que PORVENIR S.A. presente tal petición,  pues si bien es cierto que el artículo 17 del Decreto 1748 de 1995 consagra que no se necesita el agotamiento de formalidad alguna, la E.S.E. HUSJ desconoce la fecha de redención (FR) o reconocimiento de la prestación, mientras no sea informada por el fondo de pensiones, máxime que al revisar el estado del cupón del bono en la página web del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, se encontró que el mismo arrojó un valor de cero (0), lo que significa que la AFP no ha actualizado la información de la señora Luzcélida Ángel Aguirre en la página mencionada. (…) [P]ara la redención del bono pensional a nombre de la señora Luzcélida Ángel Gutiérrez, la Sala advierte que la AFP PORVERNIR S.A. no acreditó haber elevado una petición ante la E.S.E. HUSJ de Pereira en ese sentido, lo que significa que dicha AFP no ha realizado las gestiones tendientes a la consecución del pago de la cuota parte del bono pensional generada a favor de su afiliada, pues no obra dentro de la foliatura documento que soporte alguno. Aunado a que la AFP PORVENIR al parecer tampoco ha diligenciado lo pertinente a la actualización de la historia laboral de la señora Ángel Gutiérrez, razones éstas  que permiten inferir la inexistencia de vulneración de los derechos fundamentales invocados por el demandante, lo que hace improcedente el amparo constitucional reclamado. (…) [E]l debate puesto en conocimiento por el accionante es uno de índole legal y prestacional para el cual existe un medio judicial en la jurisdicción ordinaria y en el caso en concreto, el apoderado judicial de la AFP PORVENIR S.A. no demostró estar frente a un perjuicio irremediable, inminente o próximo que obligue al juez constitucional a superar el requisito de subsidiariedad que exige la decisión de la tutela y analizar de fondo el planteamiento de la supuesta vulneración originada ante la ausencia de respuesta a su pedimento por parte de la E.S.E. HUSJ de Pereira.”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintisiete (27) de enero de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.0060
Hora: 3:30 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la parte actora la Administradora de Fondo de Pensiones PORVENIR, representada por el abogado  Juan Miguel Quintero Galindo en contra del fallo de tutela emitido el 21 de noviembre  de 2016 por el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira, donde aparece como accionado el Hospital Universitario San Jorge de Pereira.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Informó el apoderado judicial de PORVENIR S.A. en representación de la afiliada, señora Luzcélida Ángel Aguirre solicitó a la E.S.E. Hospital Universitario San Jorge de esta ciudad que procediera a reconocer el bono pensional al que tiene derecho dicha afiliada, toda vez que desde el 2 de agosto de 2010 la E.S.E HUSJ mediante la resolución No.0354 reconoció el cupo pensional a la señora Ángel Aguirre.  Sin embargo, a la fecha de presentación de esta acción de tutela, la entidad demandada no ha efectuado el pago del cupón del bono pensional a su cargo, siendo que la fecha de redención del  mismo ya se causó el 14 de marzo de 2013.

Señaló que ante la AFP PORVENIR S.A. cursa la reclamación prestacional radicada por la afiliada Ángel Aguirre y para continuar con el pago de la prestación reconocida, se requiere que el bono pensional al que tiene derecho la misma se encuentre reconocido, emitido y redimido en los términos establecidos en el artículo 7º del Decreto 510 de 2003, por lo que el actuar omisivo de la entidad demanda afecta “indirectamente” los derechos fundamentales al mínimo vital en conexidad con la seguridad social de la afiliada.    Por lo tanto, adujo la vulneración del derecho de petición ejercido por PORVENIR S.A. en representación de la afiliada y que pone en riesgo el cumplimiento del deber legal de la sociedad administradora de continuar con el pago de la prestación económica, así como la vulneración indirecta de otros derechos fundamentales.

En el acápite de pretensiones, solicitó que se tutele el derecho fundamental al debido proceso vulnerado por la E.S.E. HUSJ por la omisión de lo dispuesto  en la norma vigente sobre el reconocimiento y pago del cupón a su cargo del bono pensional tipo A modalidad 2  a que tiene derecho la señora Luzcélida Ángel Aguirre. 

2.2. Adjuntó con la demanda de los siguientes documentos: i) documento de identidad de Luzcelida Ángel Aguirre, ii) formato de afiliación al fondo de pensiones PORVERNIR de la señora Ángel Aguirre, iii) resolución Nº 0354 del 2 de agosto de 2010 expedido por la  E.S.E. HUSJ de Pereira, iv) poder para actuar en representación de PORVENIR y v) certificado de existencia y representación de PORVENIR  (Fls. 7-12).
3. RESPUESTA A LA DEMANDA
3.1. E.S.E Hospital Universitario San Jorge informó que en junio de 2010 se recibió por parte de la entontes AFP Horizonte una solicitud dirigida exclusivamente para el reconocimiento del bono pensional de la señora Luzcélida Ángel Aguirre, por lo que mediante la Resolución No.0354 de agosto 2 de 2010 se expidió el reconocimiento del citado bono.  Sin embargo, a la fecha no se ha radicado por parte del fondo PORVERNIR la solicitud de pago de esa prestación.

Indicó que revisada la página web del  Ministerio de Hacienda y Crédito Público en la que se liquida el respectivo bono pensional, se evidenció que el mismo está sin valor, en tal sentido, es la AFP PORVENIR la que debe verificar y actualizar la información laboral con el fin de que se pueda la cancelación de su valor.

Por lo tanto, consideró que la E.S.E. HUSJ no ha incumplido con los trámites administrativos sobre el citado bono y que no se puede obligar a esa entidad a lo imposible  (Fls. 16–18).
Allegó con la demanda la historia laboral de la página web Bonos Pensionales antes aludida (folio 19).

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 21 de noviembre de 2016 el Juzgado 3º Penal del Circuito de esta ciudad resolvió abstenerse de tutelar los derechos fundamentales invocados por  la AFP PORVENIR  en nombre de la señora Luzcélida Ángel Aguirre, toda vez consideró que no quedó probada una acción u omisión por parte de la entidad demandada que vulnere o amenace las garantías fundamentales de la accionante, lo que hace improcedente la demanda de amparo (Fls. 22 y 23).
PORVENIR fue notificado del contenido del fallo de tutela a través del oficio N° 1748 del 21 de noviembre de 2016, el cual fue enviado el 22 de noviembre de 2016 al correo electrónico notitutelasbpaccionante@porvenir.com.co  (folio 26). 

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 23 de noviembre de 2016, el apoderado de la AFP PORVENIR radicó un escrito en el que señaló que contrario a lo argumentado por el A quo, considera que con la omisión de la E.S.E. HUSJ para efectuar el pago del bono pensional de la afiliada Luzcélida Ángel Aguirre, no sólo está vulnerado el derecho al debido proceso que debía seguir como entidad pública, sino que también está vulnerando derechos fundamentales a la afiliada como el mínimo vital y la seguridad social, lo que a su vez genera un perjuicio irremediable en contra de la misma, por cuanto no le permite acceder a los recursos necesarios para el financiamiento de la pensión de vejez normal a la que tiene derecho en el Sistema General de Pensiones.  (Fls. 28-32).

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales tal como lo solicitó el accionante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha establecido que la acción de tutela sólo procede para discutir la liquidación y emisión del bono pensional cuando éste constituye el elemento fundamental para que se consolide el derecho a la pensión de vejez o de jubilación. En otras palabras, cuando el reconocimiento de la pensión depende de la expedición del bono pensional y ésta prestación constituye el medio para preservar el mínimo vital de los aspirantes a ser pensionados, el juez de tutela puede ordenar la emisión del título valor o el cumplimiento de los distintos trámites pertinentes para impulsar su liquidación y emisión. Al respecto, dicho Alto Tribunal indicó lo siguiente
:

 “La jurisprudencia de esta Corporación ha sostenido de manera reiterada los siguientes criterios para el reconocimiento y pago de pensiones mediante acción de tutela en los casos en que media la exigencia de un bono pensional.  (i) La omisión o retardo en la expedición del bono pensional vulnera derechos fundamentales tales como el derecho a la seguridad social y al mínimo vital, cuando se trata de personas de la tercera edad cuyo sustento depende del reconocimiento y pago de la pensión de vejez o de jubilación. (ii) Los trámites administrativos que dilaten de manera injustificada la decisión de fondo sobre el derecho a la pensión de jubilación, constituyen una vía de hecho que puede dar lugar a sanciones disciplinarias de los funcionarios involucrados. Por último (iii) la tutela no debe ser el mecanismo para obtener la expedición o pago del bono pensional cuando se la utiliza para pretermitir el trámite administrativo correspondiente o cuando se solicita la tutela del derecho de petición, sin que el accionante hubiera presentado una solicitud expresa a la entidad encargada de emitir el bono.”
 
 
6.5.1. Con respecto al procedimiento para la liquidación, expedición, emisión y redención de bonos pensionales, según Sentencia T-660 de 2007:
 
De conformidad con lo previsto en los Decretos 1513 de 1998[10] y 3798 de 2003[11], el trámite que se sigue para la liquidación, expedición, emisión y redención de bonos pensionales, presupone el agotamiento de las siguientes etapas: (i) conformación de la historia laboral del afiliado; (ii) solicitud y realización de la liquidación provisional; (iii) aceptación por parte del afiliado de la liquidación provisional; (iv) emisión; (v) expedición; (vi) redención y (vii) pago del bono pensional. A continuación se describirán brevemente cada una ellas:
 
(i)  Una vez el beneficiario del bono realiza la solicitud, de conformidad con lo previsto en el artículo 22 del Decreto 1513 de 1998[12], el primer paso para la tramitación del bono pensional es la conformación de la historia laboral del afiliado, que se realiza mediante la información que éste suministra a su AFP y la información que la AFP solicita a las entidades a las cuales el trabajador realizó cotizaciones diferentes al ISS. La información así obtenida es ingresada por la AFP al Sistema Interactivo que para el efecto tiene la OBP. La información sobre cotizaciones realizadas por el trabajador al ISS se obtiene del archivo masivo que para el efecto tiene el ISS. Si se presenta alguna variación posterior de esta información y así lo certifica el ISS, la AFP debe digitar esta nueva información en el Sistema Interactivo de la OBP.
 
(ii) Conformada la historia laboral, la Administradora de Fondos de Pensiones, en representación del afiliado, debe solicitar al emisor del bono pensional la liquidación de éste, para lo cual debe definir el salario base para el cálculo del bono pensional.
 
(iii) Con esta información, la OBP realiza un cálculo del valor del bono a la fecha de corte, que denomina liquidación provisional. Antes de la emisión del bono pensional se pueden producir diversas liquidaciones provisionales, dependiendo de la información y de la aceptación de la misma por parte del afiliado. Según lo dispone el inciso 9ª del artículo 52 del Decreto 1748 de 1995,[13] la liquidación provisional no  constituye una situación jurídica consolidada.
 
(iv) Realizada la liquidación provisional, la AFP debe dar a conocer la liquidación provisional al afiliado para que éste la apruebe y la firme de conformidad con lo estipulado en el artículo 7° del Decreto 3798 de 2003[14]. Si no está de acuerdo debe explicar a la AFP sus razones para que se efectúen las correcciones a que haya lugar. Efectuados los ajustes debe realizarse una nueva solicitud a la OBP de liquidación provisional.
 
(v) Producida la aprobación de la liquidación provisional por parte del afiliado, la AFP debe requerir a la OBP la emisión del bono pensional, la cual se realiza mediante resolución por parte del emisor, en la que se consagran los datos básicos del bono pensional y los valores calculados a esa fecha, los cuales pueden variar.
 
(vi)  La expedición del bono pensional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1º del Decreto 1513 de 1998[15], es el momento en que se suscribe el título físico o del ingreso de la información a un depósito central de valores, en el caso de la expedición desmaterializada de títulos. Un bono emitido se expide en uno de los siguientes tres casos: (1) por redención normal del bono pensional tipo A que se produce cuando el afiliado cumple 62 años, o cuando el mismo completa mil semanas de vinculación laboral válida para el bono; (2) por redención anticipada del bono pensional tipo A que ocurre cuando el afiliado fallece, es declarado inválido, o no cumple con el requisito de las semanas exigidas para obtener la garantía de la pensión mínima ni cuenta con el capital suficiente para adquirir una pensión; y (3) por solicitud de la AFP, una vez ésta ha obtenido autorización escrita del afiliado para negociar el bono con el fin de obtener una pensión anticipada.
 
(vii) Por último se produce el pago del bono pensional a la AFP, que consiste en el depósito de los dineros en la cuenta de ahorro individual del beneficiario.
 
5.6.  DEL CASO EN CONCRETO

5.6.1. De las pruebas arrimadas con la demanda de tutela, la Sala observa que el apoderado judicial de la AFP PORVENIR S.A. allegó el formato de solicitud de vinculación al fondo de pensiones obligatorias diligenciado por la señora Luzcélida Ángel Aguirre ante la administradora de pensiones Horizonte (folio 8), Resolución No.0354 del 2 de agosto de 2010 por medio de la cual la E.S.E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira reconoció el bono pensional a la señora Ángel Aguirre (folio 9), poder conferido por la representante legal judicial de la AFP PORVENIR S.A. al abogado Juan Miguel Quintero Galindo (folio 10) y certificado de existencia y representación de PORVENIR (folio 11), documentos con los cuales pretende demostrar que la E.S.E. HUSJ SAN JORGE omitió el cumplimiento de lo consagrado en el artículo 17 del Decreto 1748, como es el pago del cupón a su cargo del bono pensional tipo A modalidad 2 al que tiene derecho la señora Ángel Aguirre, el que adujo se encuentra vencido desde el 14 de marzo de 2013.  Por lo tanto, consideró el accionante que se requiere el reconocimiento, la emisión y el pago del bono descrito por parte de la E.S.E. demandada para que se pueda continuar con el pago de la mesada pensional a la señora Ángel Aguirre.

5.6.2. Al respecto, el Decreto 1748 de 1995 “por el cual se dictan normas para la emisión, calculo, redención y demás condiciones de los bonos pensionales” en su artículo 17 establece lo siguiente:

“PAGO DE LOS BONOS.  El valor a pagar será el valor del bono calculado a la fecha de su redención normal o anticipada, según el caso.

El emisor pagará el bono a su legítimo tenedor dentro del mes siguiente a la fecha en la cual reciba de ése la solicitud del pago en la forma en que el emisor haya establecido. Para los bonos tipo A con redención normal no se requiere solicitud y se pagarán dentro del mes siguiente a FR.
Si el emisor o el responsable de la cuota parte del bono no pagare dentro del pazo establecido en el inciso anterior, reconocerán automáticamente los intereses de mora a partir de la fecha límite, a la tasa establecida en el artículo 12.” (Subrayas propias)
5.6.3. Por su parte, la apoderada judicial de la E.S.E. HUSJ de Pereira indicó que la única solicitud que la AFP HORIZONTE, hoy PORVENIR, radicó en esa entidad fue para que se reconociera el bono pensional de la señora Ángel Aguirre y no la del pago del mismo; por lo tanto, consideró que es indispensable que PORVENIR S.A. presente tal petición,  pues si bien es cierto que el artículo 17 del Decreto 1748 de 1995 consagra que no se necesita el agotamiento de formalidad alguna, la E.S.E. HUSJ desconoce la fecha de redención (FR) o reconocimiento de la prestación, mientras no sea informada por el fondo de pensiones, máxime que al revisar el estado del cupón del bono en la página web del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, se encontró que el mismo arrojó un valor de cero (0), lo que significa que la AFP no ha actualizado la información de la señora Luzcélida Ángel Aguirre en la página mencionada. 

5.6.4. Ahora bien, el artículo 48 de la misma norma antes señalada, Ley 1748 de 1995, modificado por el artículo 20 del Decreto 1513 de 1998, establece lo siguiente: 

“Artículo 48. Entidades Administradoras. (…) Corresponde a las entidades administradoras adelantar por cuenta del afiliado pero sin ningún costo para éste, las acciones y procesos de solicitud de bonos pensionales y de pago de los mismos cuando se cumplan los requisitos establecidos para su redención. Las administradoras estarán obligadas a verificar las certificaciones que expidan las entidades empleadoras o cajas, de tal manera que cuando sean recibidas por el emisor, sólo sea necesario proceder a la liquidación provisional del bono y a la solicitud de reconocimiento de las cuotas partes, de acuerdo con lo previsto en el artículo 52”.  (Subrayas propias)
De conformidad con la normas transcritas y con el precedente jurisprudencial que hace relación al trámite administrativo para la redención del bono pensional a nombre de la señora Luzcélida Ángel Gutiérrez, la Sala advierte que la AFP PORVERNIR S.A. no acreditó haber elevado una petición ante la E.S.E. HUSJ de Pereira en ese sentido, lo que significa que dicha AFP no ha realizado las gestiones tendientes a la consecución del pago de la cuota parte del bono pensional generada a favor de su afiliada, pues no obra dentro de la foliatura documento que soporte alguno.  Aunado a que la AFP PORVENIR al parecer tampoco ha diligenciado lo pertinente a la actualización de la historia laboral de la señora Ángel Gutiérrez, razones éstas  que permiten inferir la inexistencia de vulneración de los derechos fundamentales invocados por el demandante, lo que hace improcedente el amparo constitucional reclamado.
5.6.4. De acuerdo a lo anterior, la Corte Constitucional en su jurisprudencia ha hecho alusión a la improcedencia de la acción de tutela ante la inexistencia de una conducta respecto de la cual se pueda efectuar el juicio de vulnerabilidad de derechos fundamentales, en tal sentido, en la Sentencia T-130 de 2014, se reiteró lo siguiente:
“El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991. Así pues, se desprende que el mecanismo de amparo constitucional se torna improcedente, entre otras causas, cuando no existe una actuación u omisión del agente accionado a la que se le pueda endilgar la supuesta amenaza o vulneración de las garantías fundamentales en cuestión.
 (...) 

En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)” ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.   
Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”.(Subrayas propias)
5.6.5.  Fuera de lo acabado de relacionar, se debe precisar que el debate puesto en conocimiento por el accionante es uno de índole legal y prestacional para el cual existe un medio judicial en la jurisdicción ordinaria y en el caso en concreto, el apoderado judicial de la AFP PORVENIR S.A. no demostró estar frente a un perjuicio irremediable, inminente o próximo que obligue al juez constitucional a superar el requisito de subsidiariedad que exige la decisión de la tutela y analizar de fondo el planteamiento de la supuesta vulneración originada ante la ausencia de respuesta a su pedimento por parte de la E.S.E. HUSJ de Pereira.  Sobre las circunstancias específicas de encontrarse ante una amenaza inminente, tal como lo ha referido Corte Constitucional en la Sentencia T-742 de 2011 cuando señaló lo siguiente:

 “A). El perjuicio ha de ser inminente: "que amenaza o está por suceder prontamente". Con lo anterior se diferencia de la expectativa ante un posible daño o menoscabo, porque hay evidencias fácticas de su presencia real en un corto lapso, que justifica las medidas prudentes y oportunas para evitar algo probable y no una mera conjetura hipotética (…). Hay inmi1nencias que son incontenibles: cuando es imposible detener el proceso iniciado. Pero hay otras que, con el adecuado empleo de medios en el momento oportuno, pueden evitar el desenlace efectivo. En los casos en que, por ejemplo, se puede hacer cesar la causa inmediata del efecto continuado, es cuando vemos que desapareciendo una causa perturbadora se desvanece el efecto. Luego siempre hay que mirar la causa que está produciendo la inminencia.    

B). Las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes, es decir, como calidad de urgir, en el sentido de que hay que instar o precisar una cosa a su pronta ejecución o remedio tal como lo define el Diccionario de la Real Academia. Es apenas una adecuación entre la inminencia y la respectiva actuación: si la primera hace relación a la prontitud del evento que está por realizarse, la segunda alude a su respuesta proporcionada en la prontitud. Pero además la urgencia se refiere a la precisión con que se ejecuta la medida, de ahí la necesidad de ajustarse a las circunstancias particulares. Con lo expuesto se verifica cómo la precisión y la prontitud señalan la oportunidad de la urgencia. 

C). No basta cualquier perjuicio, se requiere que éste sea grave, lo que equivale a la gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona. La gravedad obliga a basarse en la importancia que el orden jurídico concede a determinados bienes bajo su protección, de manera que la amenaza a uno de ellos es motivo de actuación oportuna y diligente por parte de las autoridades públicas. Luego no se trata de cualquier tipo de irreparabilidad, sino sólo de aquella que recae sobre un bien de gran significación para la persona, objetivamente. Y se anota la objetividad, por cuanto la gravedad debe ser determinada o determinable, so pena de caer en la indefinición jurídica a todas luces inconveniente.
D). La urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad (…). Se trata del sentido de precisión y exactitud de la medida, fundamento próximo de la eficacia de la actuación de las autoridades públicas en la conservación y restablecimiento de los derechos y garantías básicos para el equilibrio social.”

Así las cosas, esta instancia no halla conducta omisiva que conlleve a hacer un juicio de reproche de la autoridad administrativa demandada, ni concluir la supuesta afectación de los derechos fundamentales alegados por el tutelante; por lo tanto, se confirmará la decisión de primera instancia. 

DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución  y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión de primera instancia proferida por el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira dentro de la demanda de tutela presentada por el apoderado judicial de la AFP PORVENIR S.A. en  contra de la E.S.E. HUSJ, por las razones expuestas en esta providencia.

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario 
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Ver Sentencia T-1124 de 2001
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